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Los ataques de Hamás a Israel y la respues-
ta israelí han sido desastrosos para los civi-
les. En la masacre del 7 de octubre, Hamás 
atentó contra civiles desarmados, entre 
ellos, mujeres, niños y ancianos. Lo que 
resultó en mil doscientas personas muer-

tas y alrededor de doscientos cuarenta rehenes. La subse-
cuente campaña militar en tierra y aire en Gaza desde marzo 
de 2024 ha asesinado a más de treinta mil personas, un ter-
cio de ellas mujeres y niños. La ofensiva israelí ha despla-
zado alrededor de dos millones de personas (más del 85% 
de la población de Gaza), ha dejado a más de un millón de  
personas en riesgo de inanición y ha dañado o destrui-
do unos 150 mil edi�cios. Al día de hoy no hay un hospi-
tal funcionando en el norte de Gaza. De acuerdo con el 
gobierno israelí, Hamás usa edi�cios civiles como escudos 
y opera desde ellos o en los túneles debajo de ellos, quizás 
porque, en el marco del derecho internacional, esos edi�-
cios han sido considerados fuera de los límites de las ope-
raciones militares.

El derecho internacional humanitario, también conocido 
como las leyes de la guerra o la ley de los con�ictos armados, 
existe supuestamente para proteger a los civiles de las peo-
res calamidades de un con�icto. El objetivo de este cuerpo 
de leyes siempre ha estado claro: los civiles que no se han 
involucrado en la lucha merecen ser protegidos de todo 
daño y gozar de acceso libre a la ayuda humanitaria. Pero 
en la guerra entre Israel y Hamás la ley ha fallado. Hamás 
continúa reteniendo rehenes y ha usado escuelas, hospitales 
y otros inmuebles públicos como escudo de su infraestruc-
tura militar; mientras que Israel ha desplegado una guerra 
sin cuartel en áreas densamente pobladas y ha reducido el 
�ujo de la necesitada ayuda a un goteo. El resultado ha sido  
una devastación extrema para los civiles en Gaza.

El con�icto en Gaza es un claro ejemplo del quiebre de 
las leyes de la guerra, pero no es un caso aislado. Es el más 
reciente dentro de una larga serie de guerras posteriores al 
11-S, desde la guerra estadounidense “contra el terrorismo” 
hasta la guerra civil siria o la guerra rusa en Ucrania, que 
han mermado la protección de los civiles. Por este sombrío 

El derecho internacional humanitario nació para salvaguardar a los civiles de 

las peores calamidades de un conflicto. No obstante, el desgaste sufrido por 

aquel cuerpo de leyes, a partir de la guerra contra el terrorismo, ha hecho 

pensar que actualmente sirven de poco para proteger a los no combatientes.

por Oona A. Hathaway

Gaza, Ucrania 
y el quiebre 
del derecho 
internacional
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las llevaran a cabo no podían ser considerados responsa-
bles. Aquellas faltas, observó Grotius, podían “cometerse 
con impunidad”. La falta de un recurso legal contra los ata-
ques a civiles empezó a atenderse a mediados del siglo XVIII, 
cuando los países adoptaron de manera gradual el princi-
pio de distinción, el cual supone hacer una diferencia entre 
combatientes y civiles.

Las leyes que gobernaban la guerra continuaron evolu-
cionando a lo largo del siglo XIX. La primera Convención 
de Ginebra, �rmada en 1864, prohibió los ataques a hospi-
tales, personal médico y pacientes. La Declaración de San 
Petersburgo de 1868 prohibió el uso de municiones de frag-
mentación, explosivas o incendiarias de armas pequeñas. 
Las Convenciones de La Haya de 1899 y 1907, rati�cadas 
por la mayoría de las potencias del momento, prohibieron 
los ataques a pueblos y edi�cios que no eran defendidos por 
fuerzas militares. También el saqueo, la ejecución de los pri-
sioneros de guerra y la presión a los civiles a jurar lealtad a 
un poder extranjero.

Pero los países que estaban en guerra se esforzaron por 
averiguar cómo hacer cumplir estas leyes. Su solución solía 
ser una represalia: si un adversario violaba las leyes de la 
guerra en una operación militar, el país podría respon-
der con una violación propia. Usualmente, las represalias 
podrían ser in�igidas a los prisioneros de guerra, quienes 
estaban a la mano y podían ser fácilmente asesinados. Pero 
los civiles no estaban aislados de los ataques. Cuando las 
guerrillas españolas atacaron la columna francesa en el Valle 
de Sil en 1808, durante las guerras napoleónicas, el general 
francés Louis-Henri Loison ordenó a sus soldados prender 
fuego al campo.

El balance de la posguerra
Durante la Segunda Guerra Mundial más de trein-
ta millones de civiles fueron asesinados. Tras dicha vio-
lencia catastró�ca estuvo claro que nuevas y más severas 
leyes eran necesarias para regular la guerra. En 1949, una 
serie de conferencias internacionales convocadas por el 
Comité Internacional de la Cruz Roja estableció los cuatro 
Convenios de Ginebra en un esfuerzo para prevenir la vio-
lencia más brutal de la guerra. A pesar de que Grotius pro-
puso solamente tres prohibiciones para guiar a los Estados 
en guerra, los Convenios de Ginebra y, más adelante, sus 
tres protocolos adicionales llenaron cientos de páginas con 
reglas especí�cas para casi cualquier escenario. Los nuevos 
estatutos se enfocaron en el tratamiento de personal mili-
tar enfermo o herido en el campo o en el mar, prisioneros 
de guerra y civiles.

A diferencia de las primeras leyes de la guerra, los 
Convenios de Ginebra prohibieron no solo la violencia 
injusti�cada, sino ciertas formas de violencia asociadas a los 
objetivos bélicos. Para cumplir los convenios, las partes en 
guerra deben distinguir entre los civiles y los combatientes 

récord, es tentador concluir que las protecciones humani-
tarias que los gobiernos se esforzaron tanto por convertir en 
leyes desde la Segunda Guerra Mundial ahora tienen poco 
signi�cado. Sin embargo, un de�ciente sistema de derecho 
internacional humanitario ha vuelto más humano el con-
�icto. De hecho, a pesar de ser quebrantadas a menudo, la 
existencia de estas protecciones legales ha ejercido una pre-
sión continua sobre los combatientes para que limiten el 
número de bajas civiles, ofrezcan zonas seguras para los no 
combatientes y permitan el acceso a ayuda humanitaria, a 
sabiendas de que su incumplimiento provocará consecuen-
cias internacionales.

Tras los horrores de la Segunda Guerra Mundial, 
Estados Unidos y sus aliados establecieron los Convenios 
de Ginebra, los cuatro tratados de 1949 que establecen ela-
boradas normas que rigen la conducción de la guerra. En 
un momento donde las leyes de la guerra son severamente 
puestas a prueba, Estados Unidos, quien especialmente en 
los años posteriores al 11-S ayudó a debilitarlas, ahora debe 
actuar para renovarlas y fortalecerlas.

Licencia para matar
Las leyes de la guerra ofrecen un intercambio. Los solda- 
dos de naciones soberanas pueden ser legalmente asesinados  
en con�ictos armados. A cambio, ellos obtienen una inmu-
nidad que les permite cometer actos que en otros contex-
tos serían considerados crímenes, es decir, no solo tienen 
permiso para matar, sino también para invadir, allanar, 
robar, agredir, mutilar, secuestrar, destruir bienes y provo-
car incendios. Esta inmunidad aplica tanto si su causa es 
justa como si no.

Existen límites, que han sido modestos si pensamos en 
toda la historia. Hugo Grotius, el diplomático holandés 
de inicios del siglo XVII considerado “el padre del derecho 
internacional”, escribió que los soldados debían tener pro-
hibido el uso de veneno, el asesinato mediante engaño (por 
ejemplo, después de fingir rendición) y la violación. En 
el marco legal de Grotius, estas tres ofensas eran las úni-
cas excepciones en las licencias para matar de los soldados. 
Podía permitirse la esclavitud, la tortura, el robo y la ejecu-
ción de prisioneros, lo mismo el asesinato intencional de 
civiles desarmados, incluidos mujeres y niños. A pesar de 
que algunos tratados regulaban la conducción de la gue-
rra en su tiempo, los países de Europa occidental aceptaron 
ampliamente estas reglas como derecho internacional usual.

De acuerdo con Grotius, los soldados no tenían permi-
tido masacrar civiles cuando quisieran. Ellos estaban legal-
mente autorizados a dar los pasos necesarios para aplicar los 
derechos que el enemigo había infringido –y nada más–. Si 
matar a mujeres y niños no contribuía al esfuerzo de la gue-
rra, entonces no había justi�cación para hacerlo. Incluso si 
la masacre insensible de civiles inocentes era técnicamen-
te ilegal en el derecho internacional de la época, quienes 
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a los actores no estatales como su primera razón para usar 
la fuerza en autodefensa. (Israel era una excepción notable, 
sus adversarios incluían fuerzas irregulares establecidas en 
Egipto, Jordania, Líbano y Siria.)

Después del 11-S, los argumentos de autodefensa cam-
biaron. Estados Unidos justi�caba su invasión a Afganistán 
argumentando que estaban respondiendo, como la admi-
nistración de Bush informó al Consejo de Seguridad de la 
ONU, a la “amenaza continua a Estados Unidos y sus ciuda-
danos por parte de la organización Al-Qaeda”. En un año, 
Australia, Canadá, Francia, Alemania, Nueva Zelanda, 
Polonia y el Reino Unido también presentaron reclamos 
de autodefensa en contra de Al-Qaeda. Y no pasó mucho 
tiempo antes de que los países empezaran a presentar recla-
maciones en contra de otros grupos no estatales. En 2002, 
por ejemplo, Ruanda citó el derecho a la autodefensa con-
tra la Interahamwe, un grupo paramilitar. Y en 2003, Costa 
de Mar�l citó el mismo derecho en contra de las “fuerzas 
rebeldes”.

Para confrontar grupos como Al-Qaeda y el Estado 
Islámico, también conocido como ISIS, Estados Unidos y sus 
aliados se basaron en lo que denominaron la “doctrina de 
la incapacidad o la falta de voluntad”, es decir, la teoría de 
que la acción contra una amenaza no estatal está justi�cada 
siempre que el país en el que se encuentra el actor no esta-
tal no quiera o no pueda suprimir la amenaza. En la mayo-
ría de los casos, Estados Unidos buscó el consentimiento de 
los gobiernos para atacar grupos no estatales en sus territo-
rios. Irak, Somalia, Yemen y, mientras los talibanes estuvie-
ron lejos del poder, Afganistán aceptaron la intervención 
estadounidense. Cuando los Estados no otorgaban su con-
sentimiento –por ejemplo, Siria– el gobierno estadouni-
dense recurría a la doctrina de la incapacidad o de la falta 
de voluntad, explícitamente respaldada por una docena de 
países, para justi�car el uso de la fuerza militar.

Cuando Washington entró en guerra con actores no 
estatales tuvo problemas para distinguir entre los civi-
les que podía matar según los Convenios de Ginebra 
–aquellos “que participaban directamente en las hostili-
dades”– y los que no. Si un civil que no era miembro de 
ISIS realizaba una tarea para el grupo –por ejemplo, colo-
car un artefacto explosivo improvisado en una carrete-
ra– y luego volvía a su trabajo como un obrero normal, 
¿podía ser atacado?

En 2009, el Comité Internacional de la Cruz Roja esta-
bleció lineamientos a los gobiernos sobre cómo proteger a 
los civiles al combatir actores no estatales. El documento del 
CICR reiteraba la ley de que los civiles deben ser protegidos 
del ataque directo “a menos que durante un tiempo parti-
ciparan directamente en las hostilidades”. Esto estableció el 
principio de que los civiles que no participan directamen- 
te en las hostilidades deben distinguirse no solo de las fuer-
zas armadas, sino también de quienes intervienen en las 

y entre los lugares civiles y los militares. Sobre todo, no 
deben intencionalmente atacar a civiles u “objetivos civi-
les”, como escuelas, residencias, equipo de construcción, 
negocios, lugares de culto y hospitales que no contribuyan 
directamente a la acción militar. Y los civiles nunca deben 
ser blanco de las represalias. El principio de la proporciona-
lidad, establecido en 1977 en el Protocolo Adicional I, reco-
noce que algunas veces los ejércitos van a herir a civiles y 
objetivos civiles al ir tras objetivos militares. Pero la norma 
requiere que el daño no sea “excesivo en relación con la ven-
taja concreta y directa prevista”. Por otra parte, el principio 
de precaución exige que los ejércitos velen constantemente 
por preservar a los civiles y sus bienes, aunque esto pueda 
ralentizar las operaciones militares.

Los Convenios de Ginebra y sus protocolos, así como la 
ley internacional adicional que ha surgido a raíz de ellos, 
dieron un paso adelante en comparación con las normas 
anteriores. Su objetivo es proteger a los civiles del daño 
incluso cuando este podría servir a un propósito estratégi-
co. Así, un ataque contra un objetivo militar que ayudaría al 
esfuerzo bélico de un beligerante está prohibido si perjudi-
cará a demasiados civiles. De varias maneras, los Convenios 
de Ginebra han sido notablemente exitosos. Los cuatro con-
venios han sido rati�cados por todos los Estados miem-
bros de las Naciones Unidas. La mayoría de los países han 
adoptado manuales militares que traducen los convenios en 
reglas concretas hechas para guiar la conducta de sus ejérci-
tos. Muchos han reforzado estas leyes en contra de sus pro-
pios soldados. Sin embargo, estas elaboradas y ambiciosas 
normas fueron diseñadas para con�ictos que eran muy dis-
tintos a los del presente.

Desde el �nal de la Segunda Guerra Mundial, las gue-
rras entre Estados han descendido dramáticamente, pero los 
con�ictos que involucran a grupos armados se han incre-
mentado. Los Convenios de Ginebra dicen poco acerca de 
estos últimos. Solo un artículo, el artículo 3, aplica especí�-
camente a grupos no estatales. Proteger a los civiles en una 
guerra resulta mucho más difícil cuando uno de los actores  
no es un Estado. Los combatientes que pertenecen a grupos no  
estatales generalmente no visten uniformes. A pesar de que 
sus miembros se agrupen, entrenen en campamentos y se 
organicen en una estructura jerárquica, tienden a operar en 
lugares donde los civiles también están presentes. Como 
resultado, puede ser extremadamente difícil diferenciarlos 
de los civiles ordinarios.

Clases de autodefensa
Los ataques del 11-S y la respuesta estadounidense inaugu-
raron una nueva era de guerra que ha llevado al derecho 
internacional humanitario a un punto de quiebre. Antes de 
2001, el derecho internacional entendía la autodefensa legí-
tima solo cuando un país se estaba defendiendo del ataque 
de otro. Hasta entonces, pocos países habían mencionado 
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hostilidades “únicamente de forma individual, esporádica 
o no organizada”. El diablo está en los detalles.

El CICR concluyó que la participación directa en las hos-
tilidades “se re�ere a actos especí�cos llevados a cabo por 
individuos como parte de las hostilidades entre los implica-
dos en un con�icto armado”. Una persona que forma parte 
de un grupo armado tiene una “función de combate conti-
nua” y puede ser atacado durante la guerra.

Por lo tanto, los combatientes de ISIS eran considerados 
objetivos militares legítimos siempre y cuando el con�icto 
con ISIS continuara. Pero los miembros de ISIS que proveen 
apoyo no combativo, incluidos reclutadores, entrenadores 
y �nanciadores, no lo son. Un civil que coloca un explosi-
vo improvisado en apoyo a ISIS participa directamente en la 
guerra cuando coloca el arma y en el camino a cumplir con 
la tarea. Pero una vez que esta ha concluido termina tam-
bién su participación en la guerra, así que no puede ya ser 
atacado. Muchos países rechazaron los lineamientos del 
CICR, entre ellos Estados Unidos y Reino Unido, que pro-
pusieron sus propias reglas para sus campañas antiterroris-
mo en Medio Oriente.

¿Líneas borrosas?
Para abordar la realidad cambiante del combate urbano, 
Estados Unidos y otros países adoptaron nuevas políticas 
que una vez más pusieron a los civiles en la mira. Al centro 
de su propuesta estaba el concepto de los llamados objeti-
vos de doble uso. De acuerdo con el derecho internacional 
humanitario, todos los sitios son militares o civiles, no hay 
punto medio. Objetivos normalmente usados para �nes civi-
les, como lugares de culto, residencias o escuelas, se asumen 
como civiles. Pero pueden perder este estatus si son usados 
para propósitos militares.

La clara división entre civil y militar a menudo no corres-
ponde con la realidad en el terreno. Hay muchos sitios y 
estructuras que cumplen con propósitos civiles importantes, 
pero por tener cierto uso militar pueden ser considerados 
objetivos militares, por ejemplo, trenes, puentes, estaciones 
eléctricas y la infraestructura de comunicaciones. Incluso un 
edi�cio de departamentos, si parte de él se usa para almace-
nar armas, puede ser considerado de doble uso.

De manera más controversial, Estados Unidos ahora con-
sidera como objetivos legítimos los sectores económicos del 
adversario que puedan contribuir para �nanciar la guerra. 
En el transcurso de sus operaciones contra ISIS, por ejem-
plo, Estados Unidos atacó pozos petrolíferos, re�nerías y 
camiones cisterna. Los Estados usualmente están de acuer-
do con que las industrias directamente relacionadas con la 
milicia o la defensa pueden ser atacadas, como aquellas que 
producen armamento o que suministran combustible a los 
vehículos militares. Pero discrepan sobre si se puede ata-
car a una industria que solo contribuye indirectamente a 
las actividades militares, proporcionando apoyo �nanciero, 

por ejemplo. El Manual de Derecho de Guerra del Departamento 
de Defensa sostiene que la “contribución efectiva de una 
industria o sector determinado a la capacidad de combate 
o de mantenimiento de la guerra de una fuerza adversaria 
es su�ciente”. Esto signi�ca que bancos, negocios e incluso 
cualquier fuente de actividad económica que contribuya a 
las capacidades del adversario para mantenerse pueden ser 
objetivos justi�cados. Y ya que los miembros de los grupos 
no estatales usualmente se apoyan en los mismos recursos 
que los civiles ordinarios para obtener comida, combustible 
o dinero, estas áreas de la economía esenciales para la vida 
civil están regularmente en la línea de fuego.

Como resultado, el concepto del doble uso ha hecho 
que una gran variedad de actividades civiles sean objeto de 
acciones militares potenciales. Una empresa que es prin-
cipalmente usada para �nes civiles, como una re�nería o 
incluso una panadería, puede convertirse en un objetivo 
de la guerra si contribuye de alguna manera en los esfuer-
zos del enemigo. Sigue siendo válido que el daño causado 
a la población civil y a las infraestructuras civiles debe ser 
proporcional a la ventaja militar potencial obtenida. Pero 
Estados Unidos e Israel consideran que cualquier sitio que 
pueda cali�car como de doble uso es legítimamente un obje-
tivo militar. El daño a ese objetivo, desde ese punto de vista, 
no es parte del cálculo de proporcionalidad. Si se prevé que 
se perjudique a civiles no combatientes, eso debe sopesarse  
antes de lanzar el ataque, pero no así la pérdida a largo plazo 
de servicios civiles vitales, como los que proporciona una 
planta de tratamiento de agua, una red eléctrica, un banco 
o un hospital.

La lógica militar detrás de la campaña israelí en aire 
y tierra en Gaza es, en parte, resultado de estos cambios 
incrementales a los cuales Estados Unidos e Israel han con-
tribuido por décadas. Hamás es a su vez un actor no esta-
tal y de facto una autoridad gobernante en Gaza. Establecer 
quién es un combatiente de Hamás y quién no, particular-
mente desde el aire, es difícil. Incluso en tierra, las fuerzas 
israelíes usualmente han fallado en distinguir entre civiles y 
combatientes, como en diciembre de 2023, cuando las tropas 
israelíes dispararon a tres rehenes mientras ondeaban una 
bandera blanca. E incluso cuando las fuerzas israelíes han 
hecho todo el esfuerzo posible para diferenciar entre com-
batientes y civiles, dispararle a uno sin asesinar al otro ha 
demostrado ser casi imposible. Dada la extraordinaria den-
sidad poblacional de Gaza, casi cualquier objetivo militar 
está cerca, arriba o debajo de edi�cios donde un gran núme-
ro de civiles vive o trabaja.

En Gaza hay pocos objetos o estructuras que Israel no 
considere de doble uso. Israel ha empeorado la crisis huma-
nitaria de Gaza al retener en la frontera artículos como cilin-
dros de oxígeno y postes para tiendas de campaña. Mientras 
tanto, trata a los hospitales, escuelas, edi�cios de departa-
mentos y lugares de culto como objetivos militares legítimos 
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una campaña para confrontar a los hutíes, quienes habían 
lanzado un ataque entre las fronteras y tomado la capital 
yemení, Saná. Un equipo de investigadores de la ONU halló 
que los ataques aéreos de la coalición –mismos que Estados 
Unidos apoyó con reabastecimiento de combustible, inte-
ligencia y venta de armas– golpearon zonas residenciales, 
mercados, funerales, bodas, centros de detención, embar-
caciones civiles e instalaciones médicas, matando a más de 
seis mil civiles e hiriendo a más de diez mil. Los ataques a 
infraestructura esencial, como plantas de tratamiento de 
agua, provocaron una epidemia de cólera que mató a miles, 
principalmente a niños.

Ucrania también ha sido lugar de ataques bárbaros en 
contra de los civiles. Las fuerzas rusas llevaron a cabo ejecu-
ciones sumarias, desapariciones y tortura en Bucha y otras 
zonas. De manera indiscriminada bombardearon Mariúpol, 
dañando el 77% de las instalaciones médicas. A lo largo de 
la guerra, los ataques de Rusia a las instalaciones eléctricas 
de Ucrania han dejado a millones de civiles sin electrici-
dad, agua o calefacción.

Mientras tanto, las innovaciones tecnológicas han ame-
nazado con erosionar la línea entre civiles y combatien-
tes. En Ucrania, por ejemplo, la misma aplicación que los 
ucranianos usan para declarar sus impuestos puede ser 
usada para rastrear tropas rusas. Al usar la función “e-ene-
migo”, los ucranianos pueden compartir reportes, fotos y 
videos de los movimientos de las tropas rusas. Sin embar-
go, esto hace a esos mismos civiles vulnerables a ataques, 
ya que cualquier civil que use la aplicación para alertar 
a las fuerzas ucranianas de actividad rusa puede ser eti-
quetado como “participante directo en las hostilidades” 
y, como consecuencia, ser considerado un objetivo legíti-
mo. Los servidores de datos ucranianos almacenan tanto 
información militar como civil, lo que probablemente con-
vierte a las redes informáticas y a la información almacena-
da en ellas en objetos de doble uso. Ucrania ha creado un 
“ejército informático” de más de cuatrocientos mil volun-
tarios que trabajan con el Ministerio de Defensa ucrania-
no para lanzar ciberataques a la infraestructura rusa. Estos 
ucranianos quizá no se han dado cuenta de que al ofrecer 
sus servicios voluntariamente, de acuerdo con el derecho 
internacional, se han convertido en combatientes en un 
con�icto armado.

Motivo de restricción
Una conclusión pesimista de las guerras de Gaza y 
Ucrania puede ser que se han olvidado las duras leccio-
nes de la Segunda Guerra Mundial y que los esfuerzos 
por utilizar el derecho para proteger a los civiles de la 
guerra son inútiles. Pero, a pesar de lo brutales que son 
los con�ictos actuales, posiblemente serían más horroro-
sos sin estas leyes. Una lectura cuidadosa de la era actual 
podría demostrar que, lejos de abandonar las protecciones 

si Hamás los ha usado con propósitos militares. Israel sos-
tiene que Hamás conoce la ley de guerra y que ha buscado 
proteger su infraestructura militar al ocultar sus activida-
des en túneles debajo de estructuras civiles, como hospita-
les, porque la ley las protege del ataque. El gobierno israelí 
enfatizó este punto en su defensa ante la Corte Internacional 
de Justicia contra las acusaciones de Sudáfrica de que está 
cometiendo genocidio en Gaza.

La decisión de Israel de tratar las ubicaciones tradicio-
nalmente protegidas de los ataques como objetivos legíti-
mos ha signi�cado la devastación para los civiles en Gaza. 
Hospitales y escuelas en donde los desplazados por la guerra 
buscaron refugio han sido objeto de ataques a gran escala, 
provocando la muerte de miles de personas. El problema ha 
sido resultado de la interpretación expansiva del principio 
de proporcionalidad. Como Eylon Levy, vocero del gobier-
no israelí, dijo a la BBC, la proporcionalidad en la perspectiva 
de Israel signi�ca que el daño colateral de dicho ataque debe 
ser proporcional a la ventaja militar esperada. “Y la venta-
ja militar esperada aquí –explicó– es destruir la organiza-
ción terrorista que ha perpetrado la más mortífera masacre 
de judíos desde el Holocausto.”

Israel ha convertido un principio que estaba hecho para 
proteger a los civiles en una herramienta para justi�car la 
violencia. Su enfoque para calcular la proporcionalidad  
–no ataque por ataque sino a la luz del objetivo de la gue-
rra entera– no es como se supone que los militares deben 
realizar sus evaluaciones. Además, de acuerdo con el dere-
cho internacional codi�cado en el Protocolo Adicional I, el  
principio de proporcionalidad prohíbe un ataque donde  
el daño esperado a civiles y lugares sea “excesivo” en compa-
ración con la “ventaja militar directa” que el ataque supues-
tamente debería alcanzar. Al sopesar cualquier instancia de 
daño a los civiles frente a una amenaza existencial percibida, 
Israel puede justi�car prácticamente cualquier ataque que 
cumpla con los requisitos de la proporcionalidad: los pre-
suntos bene�cios siempre superan los costos. Como era de 
esperar, este enfoque ha desembocado en una guerra con 
pocas restricciones.

Atrapados en el fuego cruzado
A pesar de que civiles han sido asesinados en cifras extraor-
dinarias en la guerra en Gaza, no se trata de un caso excep-
cional dentro de los con�ictos recientes. Durante la guerra 
civil en Siria, el gobierno sirio repetidamente ha gaseado a 
su propia gente y ha borrado vecindarios completos en un 
esfuerzo por suprimir a la oposición. En 2018, un reporte 
de la ONU reveló que las fuerzas sirias, apoyadas por la mili-
cia rusa, habían atacado hospitales, escuelas y mercados.

Arabia Saudita también ha sido acusada de violar la 
protección jurídica a los civiles en sus operaciones en con-
tra de los rebeldes hutíes respaldados por Irán en Yemen. 
En 2015, Arabia Saudita lideró una coalición de Estados en 
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a los civiles ensalzadas en la Convención de Ginebra, los 
beligerantes en las guerras recientes han hecho esas pro-
tecciones menos efectivas al restringir severamente la 
de�nición de civil. Y Estados Unidos ha jugado un papel 
crucial en este cambio.

Desde el 11-S, Washington ha usado su poder para debi-
litar las restricciones al uso de la fuerza, al interpretar agre-
sivamente el derecho a la autodefensa y al permitir ataques 
más expansivos a los sitios y estructuras de doble uso. Estas 
posiciones han otorgado una mayor �exibilidad al ejército 
estadounidense, pero también han puesto a más civiles en 
peligro. Siguiendo el liderazgo de Estados Unidos, otros 
países, como Francia, Israel, Arabia Saudita, Turquía y el 
Reino Unido, también han debilitado las restricciones a su 
propia milicia.

Para revertir esta tendencia y fortalecer el derecho en los 
con�ictos armados, Washington debe aceptar que las res-
tricciones y la presión a otros a hacer lo mismo son esen-
ciales para los principios fundamentales de la dignidad 
humana que tanto ha defendido. En su favor, la administra-
ción de Biden ha dado pasos modestos en esta dirección. En 
2022, el Departamento de Defensa anunció un plan deta-
llado para que el ejército estadounidense protegiera mejor 
a los civiles y el pasado mes de febrero la administración de 
Biden dijo que exigiría que los gobiernos extranjeros pro-
metieran que cualquier arma estadounidense que recibie-
ran no sería usada para violar el derecho internacional. Pero 
se requiere de mucho más.

Para empezar, Estados Unidos debe expandir la cola-
boración y cooperación con la Corte Penal Internacional, 
el mecanismo más efectivo para reforzar el derecho inter-
nacional humanitario. De hecho, miembros del Congreso 
estadounidense han apoyado el ejercicio de la jurisdicción 
de la CPI sobre Rusia por los crímenes cometidos durante 
la guerra en Ucrania y han aprobado una ley que permite 
a Estados Unidos compartirle a su �scal evidencia de los 
crímenes rusos en ese país. No obstante, en 2020, la admi-
nistración de Trump sancionó a los jueces y abogados 
de la CPI en respuesta por haber investigado si los solda-
dos estadounidenses habían cometido crímenes de gue-
rra en Afganistán. Para el resto del mundo, la hipocresía 
es �agrante e instructiva. Una manera en la que Estados 
Unidos puede mejorar su relación con la Corte podría ser 
rechazando la Ley de Protección del Personal de Servicio 
Estadounidense, una norma de 2002 conocida como “el 
acta de invasión de La Haya”, que permite al presidente 
ordenar acción militar para proteger a los estadouniden-
ses de la persecución de la CPI. Además, prohíbe a las agen-
cias gubernamentales asistir a la Corte, a menos de que sea 
especí�camente permitido, como en el caso de la investi-
gación ucraniana.

Estados Unidos también debe reconsiderar algunas 
holgadas posiciones legales que adoptó después del 11-S. 

Por ejemplo, debería respaldar límites más estrictos sobre 
cuándo se puede apuntar a objetos de doble uso. También 
tendría que revisar el tratamiento a los principios de pro-
porcionalidad y precauciones factibles en el Manual de 
Derecho de Guerra del Departamento de Defensa para re�ejar 
mejor el derecho internacional humanitario. Y debería 
implementar por completo un nuevo plan para mitigar el 
daño a civiles durante operaciones militares.

Además, Estados Unidos tendría que restringir su 
apoyo militar únicamente a aquellos países que respe-
ten el derecho internacional humanitario, no solo con el 
suministro de armas, sino también cuando ofrece apoyo 
�nanciero, inteligencia y entrenamiento. El gobierno esta-
dounidense tiene programas de respuesta al terrorismo en 
ochenta países en seis continentes. Si Washington condi-
ciona su apoyo a la adherencia del derecho y lo retira de 
aquellos países que no lo cumplan, el efecto sería podero-
so e inmediato. E Israel no estaría exento de esas normas; 
Estados Unidos debería insistir en que el país deje claras 
las medidas concretas que piensa adoptar para garantizar 
que su conducción de la guerra en Gaza se ajusta al dere-
cho internacional.

Estos cambios no se deben hacer solo como política, 
sino como ley. Cuando el poder ejecutivo ofrece explica-
ciones legales para el comportamiento de Estados Unidos, 
casi siempre lo hace para justi�car sus acciones militares, a 
menudo en formas que traspasan los límites legales existen-
tes. En contraste, cuando apoya las restricciones que protegen 
mejor a los civiles en la guerra, por lo general enfatiza que 
lo hace como una política, no porque se lo hayan requerido 
sino como una decisión. Esto signi�ca que las restricciones 
pueden fácilmente descartarse cuando son inconvenientes. 
Mientras tanto, los fundamentos jurídicos de sus acciones 
servirán de precedente para justi�car futuras operaciones 
militares de Estados Unidos y otros países del mundo.

Si la ley de la guerra sobrevive a los retos existenciales de 
la actualidad, Estados Unidos y sus aliados deberían tratar-
la no como una restricción opcional que se puede ajustar o 
descartar de acuerdo a sus necesidades, sino como un pilar 
inamovible del orden legal global. Es cierto que habrá parti-
cipantes en la guerra que quebranten la ley y, en consecuen-
cia, civiles que sigan sufriendo. Pero, antes de que Estados 
Unidos llame a esos infractores a rendir cuentas, debe mos-
trar que está preparado para exigirse a sí mismo, y a sus alia-
dos, los mismos estándares. ~
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